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                                                                                                                                                             “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                                              Héroe de la Nación Argentina” 

 

 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL. TOMO 157 

 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno, avocamiento del tribunal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores de 
Segunda Nominación del Distrito Judicial del Norte, Circunscripción Tartagal, para intervenir en los presentes autos. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, apartado I, punto 7º. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C CIS-
NEROS, HUGO MARCELO; ORTIZ, SÓSIMO; ORTIZ ARENA, RENZO JAVIER; ARENA, AGUSTÍN - USUR-
PACIÓN DE PROPIEDAD - DÍAZ, LUCIANO – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
34.233/11) (Tomo 157: 35/40 - 08 /junio/ 2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno, delito de estafa, falta de precisión de la fecha de consu-

mación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Octava Nominación 
para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, artículo 5º, punto I. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli,  CAUSA: 
C/C N.N. POR S/ INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES DE FUNCIONARIO PÚBLICO - PIEZAS PERTENE-
CIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.361/11)  (Tomo 157: 1081/1086 - 8 /julio/ 2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno, delito de retención indebida. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Tercera Nominación 
para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 9422 y artículo 3º, punto I de la Acordada 8691. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C SAAVEDRA, MIRIAM ÁNGELA POR ESTAFA A DE LA BARRA, PEDRO DAVID ALEJANDRO – PIEZAS 
PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.326/11)  (Tomo 157: 1015/1020 - 08 /julio/ 2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno, extemporaneidad del planteo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Sexta Nominación, 
para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, artículo 5º. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GARCÍA, JOSÉ DANIEL POR FALSIFICACIÓN DE INSTRUMENTO PÚBLICO A CHILO, SERGIO 
ARMANDO – PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.217/11)  (Tomo 157: 721/724 - 23 
/junio/ 2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Concurrencia de imputados mayores y menores de edad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación 
del Distrito Judicial del Norte, Circunscripción Orán, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de los artículos 28 y 418 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C N.N. POR HURTO CALIFICADO A SAADE, MIGUEL ALBERTO – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPE-
TENCIA (Expte. N° CJS 34.162/11)  (Tomo 157: 1021/1026 - 08 /julio/ 2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Concurso, delito de mayor gravedad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Cámara Segunda en lo Criminal, para intervenir en la 
presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de los artículos 16 y 17 de la Acordada 9422. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C MA-
MANÍ, CÉSAR LUIS POR ABUSO SEXUAL SIMPLE AGRAVADO POR LA CONVIVENCIA EN CONCURSO 
REAL – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.110/10)  (Tomo 157: 189/194 - 13 /junio/ 
2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Conexidad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Sexta Nomina-
ción para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Las reglas de conexidad sólo resultan aplicables en los supuestos en que las causas alcanzadas por las 
vinculaciones descriptas en el artículo 37 del Código Procesal Penal se encuentran vigentes. 
          No resulta procedente un desplazamiento de competencia por razones de conexidad si una de las causas se en-
cuentra terminada. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
GALVÁN, PABLO FABIÁN POR AMENAZAS EN PERJUICIO DE BRIZUELA, NORMA DEL CARMEN - PIE-
ZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. N° CJS 34.366/11)  (Tomo 157: 1097/1102 - 20 /julio/ 2011) 
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QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva, taxatividad de los recur-

sos. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja deducida a fs. 33/38. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por denegación del recurso de casación, si la resolución que se preten-
de revertir no es sentencia definitiva ni resulta equiparable a tal. 

En virtud del principio de taxatividad de los recursos consagrado por el artículo 443 del Código Procesal Penal, 
las vías impugnativas proceden sólo en los casos y medios expresamente establecidos por la ley. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C NIEL, 
JOSÉ LUIS – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.975/10)  (Tomo 157: 81/88 - 08 
/junio/ 2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Resolución que deniega un extemporáneo pedido de sus-

pensión del juicio a prueba. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 
1/2. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado si se cuestiona la resolución que 
rechazó el pedido de suspensión del juicio a prueba formulado en una etapa inoportuna, por lo cual era notoriamente 
inadmisible por no reunir los requisitos mínimos de forma y temporaneidad. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: ROBLES, 
JORGE FERNANDO - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 33.803/10) (Tomo 157: 
115/118 - 08 /junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Absolución, principio de inocencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 53/55 vta. 
DOCTRINA: La sentencia que absuelve al acusado es plenamente válida, si a las resultas del juicio no existían elemen-
tos suficientes para acreditar de manera certera la conducta típica sobre la que versó la imputación. 
  Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formulado por el 
fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones propias acerca de la 
hipótesis referida en la acusación. 

Resulta necesario salvaguardar el estado de inocencia del que goza el acusado, si no ha logrado ser revertido y 
del cual el beneficio de la duda es consecuencia directa y necesaria, el que además de estar previsto en el artículo 4 del 
Código Procesal Penal, encuentra expreso amparo constitucional en el artículo 19 de la Constitución Provincial, y surge 
de las garantías establecidas por el artículo 18 de la Constitución Nacional y los demás instrumentos internacionales 
supra legales incorporados por el artículo 75 inciso 22 de ese cuerpo normativo. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C TAPIA, SANTOS ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.781/10)  (Tomo 157: 
559/564 - 23 /junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 71/74. II. 
ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.).  
DOCTRINA: Es formalmente admisible el recurso de casación interpuesto por el Ministerio Fiscal contra la resolución 
que dispone el sobreseimiento del acusado por prescripción de la acción, si la recurrente sostiene que se evidencia una 
incongruencia en el fallo de la Cámara que confirma el sobreseimiento, en razón de que asigna pleno valor a informes 
desactualizados del Registro Nacional de Reincidencia y descarta de ese modo la concurrencia de una causal de inte-
rrupción de la prescripción por comisión de un nuevo delito.  (Del voto de los Dres. Ayala, Cornejo, Garros Martínez y 

Posadas) 

          Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que dispone sobreseer por 
prescripción al acusado y que fue confirmada por el tribunal de apelación que revisó los hechos, las pruebas y la viabili-
dad jurídica de la procedencia del mencionado instituto, con lo cual se cubre la garantía de la doble instancia. (Del voto 

de los Dres. Vittar, Catalano y Ferraris) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MARTÍNEZ, JORGE LUIS; CAMPOS, ALBERTO HIGINIO ELEUTERIO; MARCIAL, ADRIANO 
EMILIO; JUÁREZ, JORGE ALBERTO; PONCE, LUIS MARIANO – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 
33.943/10) (Tomo 157: 433/440 – 21/junio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Caducidad de instancia, actos de impulso realizados en incidente de beneficio de litigar 

sin gastos.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 77/81. Con costas. 
DOCTRINA: Es válida la resolución que declara la caducidad de la acción, pues en un proceso penal por delito de ac-
ción privada el impulso procesal que se debe computar para comprobar si el plazo de caducidad por falta de impulso se 
produjo o no, es el de la acción de fondo, por cuanto el incidente del beneficio para litigar sin gastos nada tiene que ver 
con el objeto principal de la acción, más cuando lo accesorio sigue la suerte de lo principal, y si en el caso el beneficio 
fue solicitado por la parte querellante, que es la única interesada en el impulso del proceso. (Del voto de los Dres. Vittar, 

Ayala, Cornejo y Posadas) 

           La caducidad de instancia debe apreciarse siempre con carácter restrictivo, debido a las consecuencias que su 
aplicación produce. 

Corresponde dejar sin efecto la resolución que declara la caducidad de instancia si existieron presentaciones en 
el incidente del beneficio de litigar sin gastos, circunstancia que no revela desidia o desinterés de la parte y resulta sufi-
ciente para significar un acto de impulso procesal, apto para contradecir cualquier presunción de abandono o tácito de-
sistimiento por el titular de la acción penal privada. (Del voto de los Dres. Catalano y Garros Martínez) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
QUERELLA CONTRA N.N. – PERSONA A DETERMINAR RESPONSABLE DE LA REDACCIÓN DEL “NUEVO 
DIARIO” POR INJURIAS A GIMÉNEZ, ESTEBAN ROBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
32.542/09) (Tomo 157: 381/388 - 16 /junio/ 2011) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual agravado por el uso de arma, en concurso real con robo. Am-

pliación de la acusación. Pruebas suficientes, motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 719/724 vta. 
DOCTRINA: La plataforma fáctica contenida en el requerimiento de juicio no es inalterable y, por ello, si la situación 
verificada en el juicio se refiere al mismo hecho, puede subsanarse la cuestión por vía de ampliación de la acusación. 

La ampliación de la acusación por parte del fiscal resulta viable si se motiva en las precisiones dadas por una de 
las víctimas en su declaración en audiencia de debate, y de ello pudo colegirse que los abusos sexuales con acceso carnal 
agravados por el uso de armas concurrieron en forma material y no ideal o formal, como igualmente que la sustracción 
de la prenda interior femenina tipificó un robo simple que también concurrió en forma real o material. 

La sentencia de condena cuenta con motivación suficiente, si el tribunal ha valorado en las declaraciones de una 
de las víctimas su visible estado de angustia que, en consonancia con las pruebas testimoniales, informativas y documen-
tales que obran en la causa como el informe médico, el acta de secuestro, las declaraciones de los funcionarios policiales 
y el croquis realizado, conforman un cuadro probatorio que permite una reproducción fidedigna y razonable de los 
hechos cometidos y la responsabilidad penal que le cupo al imputado como autor de los delitos que se tuvieron en con-
secuencia por probados, y a ello se suma, en relación al abuso sexual con acceso carnal agravado por el uso de arma 
cometido en perjuicio de la menor, que fue sorprendido “in fraganti delicto”, en el preciso momento en que se encontra-
ba penetrando por vía vaginal a la menor víctima, y lográndose secuestrar del lugar de los hechos el arma blanca utiliza-
da para amedrentarla y golpearla, lo cual se abona con el testimonio del funcionario policial interviniente que fue quien 
escuchó voces, jadeos y el llanto de la víctima en el escenario graficado. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CHOPA, ERNESTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.353/10) (Tomo 157: 421/432 - 21 
/junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal calificado por el vínculo, tentativa; valor de la 

declaración de la víctima, certeza para condenar. Individualización de la pena, ponderación en delitos agravados. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 223/225 vta. 
DOCTRINA: Existe el estado de certeza necesario para condenar al acusado como responsable del delito de abuso 
sexual con acceso carnal calificado por el vínculo en grado de tentativa, si el tribunal ha utilizado las reglas de la sana 
crítica en la apreciación de los testimonios de la menor y de su hermana, a los que se aunaron otros elementos probato-
rios como la pericia psicológica que describe el daño psíquico de la víctima y la ausencia de indicadores de mendacidad 
o fantasía, y el informe psicológico del acusado que lo señala como una persona propensa a la mentira y con problemas 
en cuanto a la ingesta de alcohol, elementos de cargo que han permitido tener por probados tres hechos de abuso, no 
concretados por la férrea resistencia de la niña que impedía la penetración y que fueron debidamente descriptos en cuan-
to a sus circunstancias de tiempo, modo y lugar, y además, el vínculo se encuentra acreditado conforme lo dispuesto en 
el artículo 201 del Código Procesal Penal. 

Los delitos de abuso sexual se desarrollan en su generalidad en ámbitos privados o aislados que resultan procli-
ves a su consumación, y frente a ello debe admitirse el análisis de todo rastro, vestigio e indicio a efectos de dilucidar lo 
acontecido, pues de lo contrario se correría el riesgo de que la simple ausencia de testigos implicara la impunidad. 

Los dichos de la víctima adquieren fundamental relevancia en los delitos de contenido sexual, que se cometen 
generalmente sin la presencia de testigos, al extremo que nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente 
sólo en su declaración testimonial, siempre y cuando ésta sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos 
que determinan que le sea asignada credibilidad, convirtiéndola en un elemento preponderante por sobre la negativa del 
acusado. 

La individualización de la pena es una operación que debe cumplir el tribunal de mérito a partir de la considera-
ción puntual de un conjunto de circunstancias personales y objetivas que se describen en la ley de fondo; ese procedi-
miento valorativo integra la órbita de facultades discrecionales de apreciación de prueba y de ponderación de hechos que 
en el debate puede cumplirse de modo directo dadas las características del proceso. Ello implica que el Tribunal de Ca-
sación no puede reconsiderar la mensura de la pena sino desde la óptica del respeto a los parámetros de la lógica, para 
desechar la posible concurrencia de un supuesto de arbitrariedad. 

Si bien está prohibido por ley tomar como agravantes de la pena elementos constitutitos del delito, no significa 
un impedimento al juzgador de valorar las circunstancias especiales que presenta cada caso en particular, que son las que 
permiten individualizar la pena dentro de la amplia escala establecida por la norma penal. Aplicado a los delitos contra 
la integridad sexual, dentro de aquellos parámetros cabe hallar la forma y circunstancias de realización de los abusos y el 
daño producido a la víctima, consideradas aún dentro de una graduación ya agravada. (Del voto de los Dres. Vittar, 

Ayala, Catalano, Ferraris y Garros Martínez) 

En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional, ello implica que el juez no de-
be atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimasen a 
la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme a las reglas del 
recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasación alguna. 
       Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera del hecho se 
efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamente evaluados. 
           En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen serias 
dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibi-
linamente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas, precisa-
mente para no ser descubiertos. 
           No es posible acotar la conducta del agresor sexual en la libido, dado que la integridad sexual de un menor no 
se tutela sólo desde dicha óptica, que por estricta puede generar mayores disturbios, sino en la falta absoluta de su liber-
tad, que por su propia condición, no sólo no tiene el discernimiento indispensable, sino que las consecuencias sobre su 
personalidad y equilibrio psíquico pueden ser determinantes para el resto de su vida, dejándole secuelas indelebles. (Del 

voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C LA-
ZARTE, CARLOS VALERIANO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.053/09)  (Tomo 157: 231/256 - 13 
/junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de agresión con arma impropia, reconocimiento efectuado en el debate, valora-

ción de la prueba, principio de inmediación, motivación de la sentencia. 
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CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 100/104 vta. 
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de agresión con arma impropia presenta una motivación 
suficiente, si el tribunal consideró que en la audiencia de debate quedó demostrada la participación del acusado, princi-
palmente por la declaración de una testigo que reconoció sin lugar a dudas al nombrado como el que iba atrás arrojando 
piedras y expresó que era el que se encontraba en esa sala con campera marrón,  lo que se aúna con los dichos de otros 
testigos que coinciden en el hecho de la agresión ilegítima de varias personas con elementos contundentes hacia el de-
nunciante sin llegar a impactarlo, a lo que se suma la celeridad con que fue demorado el imputado por personal policial 
luego del hecho. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Vittar, Ayala y Cornejo) 

La labor de revisión del Tribunal de Casación importa verificar si han sido respetadas las normas que rigen la 
formación de convicción; empero, tales atribuciones no implican sustituir al tribunal de juicio en la valoración del cua-
dro probatorio y encuentra como límite infranqueable a los beneficios de la inmediación. 

La sentencia condenatoria es plenamente válida, si se sustenta en una valoración conjunta de los elementos de 
convicción producidos e incorporados al debate y, muy especialmente, en la relevancia asignada a distintas testimoniales 
que, en lo esencial, son coincidentes. (Del voto del Dr. Catalano) 

TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C RO-
DRÍGUEZ, JULIO ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.363/09)  (Tomo 157: 159/168 - 09 /junio/ 
2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas, prueba suficiente, valoración de la prueba, declaración de la vícti-

ma; certeza para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 67/70. 
DOCTRINA: Se configura el delito de amenazas cuando los dichos del autor constituyen, por un lado, el mal futuro e 
inminente que dependiendo exclusivamente de su voluntad exige el artículo 149 bis 1º párrafo 1º supuesto del Código 
Penal y, por el otro, reúne los requisitos de gravedad, seriedad y posibilidad, con potencialidad intrínseca suficiente para 
amedrentar. 
          Es plenamente válida la condena por el delito de amenazas, si el tribunal de juicio tuvo particularmente en 
cuenta la descripción del hecho que en la audiencia de debate efectuara la víctima, pese a que trató en todo momento de 
minimizarlo aduciendo que el acusado se encontraba supuestamente en estado de ebriedad, y la decisión se ha tomado en 
base a una apreciación directa de esas manifestaciones de la afectada, de los efectos de la conducta intimidatoria que le 
infundió y de la situación de violencia familiar referida no sólo por la víctima sino también por su madre. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente desprovisto de 
elementos favorables a la posición del acusado; es claro, que una exigencia de tal naturaleza determinaría que práctica-
mente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debilidad de la evidencia, aun de la incorpo-
rada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad de una condena. Sin embargo, la viabilidad de 
un pronunciamiento contrario al acusado requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo 
racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado. (Del voto de 

los Dres. Vittar, Ayala, Cornejo y Garros Martínez) 

Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formulado por el 
fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones propias acerca de la 
hipótesis referida en la acusación. 

Si del supuesto hecho de amenazas no existen testigos de cargo, pues solamente declaró en audiencia de debate 
la madre de la denunciante que expresó no haber escuchado nada, no saber cuáles fueron las supuestas amenazas y que 
no vio a su hija asustada, además no consta en la causa informe psicológico del imputado que hubiera arrojado luz acer-
ca de su personalidad, grado de violencia, reacciones instinto-agresivas, ante la ausencia de certeza probatoria resulta 
necesario salvaguardar el estado de inocencia del que goza el acusado, que no ha logrado ser revertido y del cual el be-
neficio de la duda, es consecuencia directa y necesaria. 

Cuando a las resultas del juicio no existían elementos suficientes para acreditar de manera certera la conducta 
típica sobre la que versó la imputación, corresponde absolver al acusado. (Del voto del Dr. Catalano) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C CHAI-
LE, RAMÓN MARCELO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.393/10)  (Tomo 157: 265/274 - 13 /junio/ 
2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas, valor de la declaración de la víctima, libertad probatoria, principio 

de inmediación, sana crítica. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 437/438. 
DOCTRINA: Existe el grado de certeza necesario para condenar al acusado del delito de amenazas, si el tribunal ha 
encontrado acreditada la relación de causa–efecto entre la conducta desplegada y el resultado dañoso de temor producido 
en la víctima, al estimar como cierta la realidad histórica de que el acusado, luego de protagonizar un accidente de 
tránsito con el esposo de la denunciante se dedicó a amenazarla en el lugar de trabajo y en donde la encontrara, y valoró 
de manera pormenorizada su declaración, la claridad de su versión y que mantuvo la imputación durante el debate, ad-
virtiendo además “de visu” el temor y amedrentamiento producidos en la destinataria de las amenazas. 

Los principios que gobiernan la actividad del tribunal en orden a la apreciación de la prueba y a la formación 
del convencimiento sobre la ocurrencia del hecho y atribución subjetiva, no impiden en modo alguno que tal actividad se 
sustente en una prueba única o en una única clase de prueba. El principio de libertad probatoria permite que la solidez de 
un testimonio pueda por sí, dar sustento a un pronunciamiento condenatorio o servir de base a la demostración en grado 
de certeza sobre un determinado extremo del hecho. 

El control de logicidad inherente a la sana crítica se cumple si el trascendente aporte probatorio de la víctima 
fue tenido por coherente y sincero en el marco de la apreciación directa que brinda el debate. (Del voto de los Dres. 

Ayala, Garros Martínez, Vittar) 

El valor dado por el tribunal al relato de la víctima respeta los parámetros de logicidad que rigen la formación 
de convicción si encuentra fundamento en la inmediación propia del juicio oral, no aparece como una prueba aislada o 
desprovista de otro sustento y el juicio del juzgador es avalado, aunque de manera indirecta, por otros elementos de 
convicción aptos. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Vittar.  DOCTRINA: Dra.Galli.  CAUSA: C/C ROJAS, 
JOSÉ FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.637/10)  (Tomo 157: 151/158 - 09 /junio/ 2011) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo en accidente de tránsito, negligencia, conducción antirre-

glamentaria de vehículo automotor, valor de los informes técnicos y croquis. Pena de inhabilitación, vinculación con el 

derecho de trabajar, certeza para condenar. Competencia federal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 193/208. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado del delito de homicidio culposo, si el tribunal tuvo 
por probado que el accidente se produjo a causa de que la camioneta conducida por él, destinada al servicio de ambulan-
cia de un hospital, colisionó con una motocicleta que circulaba en sentido contrario, lo que produjo la muerte de su con-
ductor, y el contacto tuvo lugar por la invasión del carril opuesto por la camioneta, conforme surge del croquis e inspec-
ción ocular oportunamente realizados, derivándose que el factor principal y preponderante del hecho fue la conducción 
negligente del mencionado chofer profesional y ello se aúna con la confirmación por parte de los testigos de la ubicación 
de los vehículos luego del impacto, datos obrantes también en las fotografías. 

Todo conductor debe mantenerse a la derecha en el carril de circulación. 
Los informes técnicos y croquis elaborados por la policía provincial no resultan ser pericias en el sentido proce-

sal porque se han realizado sin el contralor de los interesados, pero sus conclusiones pueden, sin embargo, agregarse 
como elemento conviccional y tener valor probatorio, cediendo en su caso, frente a la prueba en contrario. 

La pena de inhabilitación es una consecuencia propia del tipo legal previsto en el artículo 84 del Código Penal 
que la establece de manera conjunta con la de prisión, resultando ser principal y no accesoria; por ende, las dos sancio-
nes deben ser aplicadas como penas principales, sin que pueda aplicarse una sin la otra, escogerse entre ambas o excluir-
se una por otra. 

La garantía constitucional del derecho de trabajar carece de relación directa e inmediata con lo decidido en el 
juicio, si la condena de inhabilitación aplicada por el tribunal está expresamente prevista por el artículo 84 del Código 
Penal, norma en que se fundó esa condena del acusado. (Del voto de los Dres. Ayala, Catalano,  Garros Martínez y 

Vittar) 

Es competente la justicia federal para intervenir en un accidente que se produjo sobre una ruta nacional. 
Para resolver los conflictos de competencia se debe atender, principalmente, a los hechos relatados en la de-

manda. A fin de establecer cuál es el juez competente para investigar el hecho presuntamente delictuoso debe determi-
narse el lugar de su comisión, pues la competencia penal por razones territoriales se establece atendiendo al lugar donde 
se ha consumado. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C BO-
RREGO, ERNESTO RAFAEL – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 33.316/10) (Tomo 157: 205/224 - 13 
/junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio en grado de tentativa; calificación del hecho, motivación de la sen-

tencia. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 474/482. 
DOCTRINA: El acusado es responsable del delito de homicidio en grado de tentativa si los efectos del hecho pueden ser 
mortales, pues el dolo requerido para ese ilícito es el directo, que trasunta la intención o propósito de realizar un acto que 
produzca la muerte a otro, adoptando el autor una conducta positiva o negativa en desprecio a la posibilidad de un me-
noscabo al bien jurídico que es la vida humana. 

La motivación del fallo se presenta como una derivación razonada de las constancias de la causa, si establece 
mediante un conjunto de circunstancias externas lógicamente asociadas, que el acusado quiso matar al demandante y no 
logró su cometido por circunstancias ajenas a su voluntad, hiriendo gravemente con el disparo del arma en la acción a 
una tercera persona que acompañaba a aquél en una motocicleta. 

Es justa la pena impuesta, si además de la gravedad de los hechos, el tribunal de juicio ponderó en relación al 
imputado su grado de instrucción, su edad, falta de antecedentes computables, el entorno familiar, social y laboral en que 
se desenvuelve su vida, la naturaleza de la acción desplegada, la magnitud del injusto que implicó un riesgo de la vida 
para el damnificado, y aplicó una sanción que se encuentra dentro de la escala penal aplicable al delito endilgado, en un 
monto que se encuentra muy próximo al mínimo de esa escala. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C PEÑARANDA, PABLO LUCIO – RECURSO DE CASACIÓN      (Expte. Nº CJS 33.643/10)  (Tomo 157: 
955/964 - 07 /julio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones, prueba suficiente, inmediación, sana crítica racional. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 71/73.  
DOCTRINA: El delito de lesiones y la autoría del acusado se encuentran debidamente acreditados, si el valor probatorio 
del testimonio de la víctima ha sido establecido por el tribunal a partir de su percepción directa en el debate, y de la 
prueba que le permitió apreciar la coincidencia existente entre la descripción fáctica de la agresión recibida y las lesiones 
descriptas en el informe médico.  
          El análisis de la prueba realizado cubre debidamente la exigencia de razonabilidad de la sentencia y no puede 
tenerse como omitido el método de la sana crítica racional, si no se verifica una arbitraria selección de dicha prueba, sino 
que en base a motivos razonables y explícitos se cumple una tarea que permite una deducción lógica. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ORDOÑEZ, RODOLFO AGUSTÍN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.640/10)  (Tomo 
157: 687/692 - 23 /junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de armas, consumación, pruebas suficientes, empleo 

de armas, certeza para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 185/187. 
DOCTRINA: El delito de robo alcaza consumación cuando ejerciendo violencia, se ha violado la posesión ajena de la 
cosa que se encontraba bajo el señorío de su dueño, sin que se requiera que la ilegítima apropiación se prolongue en el 
tiempo y mucho menos que se genere señorío. La sola posibilidad del acusado de disponer siquiera efímeramente de la 
“res furtiva” permite considerar a la conducta típica como consumada. 

El empleo de un arma no sólo se demuestra mediante su secuestro. Es claro que este procedimiento permite ad-
quirir la evidencia de más alto valor sobre ese elemento calificante, pero el principio de libertad probatoria imperante en 
el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente aludidos por la ley, da un margen amplio para que la convicción se 
alcance a través del análisis de cualquier elemento razonablemente apto para establecer la verdad. 
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La certeza alcanzada por el tribunal de juicio para condenar al acusado del delito de robo calificado por el uso 
de armas, no admite reparos de orden procesal y es fruto de un razonamiento acorde a las pautas que gobiernan la valo-
ración de la prueba en el juicio penal, si la existencia del arma en cuestión resulta de la declaración afirmativa de la 
víctima y del informe médico donde específicamente se constata la existencia de lesiones producidas por elemento cor-
tante tipo cuchillo o similar. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C REALES, DARÍO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 33.731/10)  (Tomo 157: 
997/1004 - 08 /julio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo simple y calificado por el uso de armas, variación de las declaraciones de 

un testigo en el proceso, pruebas suficientes, motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 436/442. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena, si la consumación del robo y la coautoría de los acusados surge funda-
mentalmente de la declaración de la víctima, que es coincidente con la de los testigos y con los informes policiales agre-
gados al debate. 

Existe el grado de certeza necesario para condenar, si el tribunal valoró que los acusados, mediante fuerza y 
violencia, sacaron del ámbito de custodia de su dueño un bien normativamente reconocido como tal en su independencia 
material –frente de un estéreo- que les era ajeno y sobre el cual carecían de todo derecho. 

Frente a declaraciones vacilantes de la víctima corresponde que el tribunal efectúe un examen crítico de la 
prueba, pues la ley no le impide asignar un determinado valor probatorio a las manifestaciones de un testigo cuando éste 
las altera a lo largo de sus distintas intervenciones en el proceso. Por el contrario, dicha circunstancia obliga al magistra-
do a valorarlas con mayor cuidado, con el objeto de establecer cuál de esas expresiones es valiosa para el esclarecimien-
to de la verdad real, labor que debe efectuarse correlacionando tales dichos con los restantes elementos obrantes en la 
causa. 

No existe error en la ponderación efectuada por el tribunal de juicio de las distintas intervenciones del menor 
víctima en el proceso, si el fallo impugnado contiene una vasta explicación de los motivos que informaron el razona-
miento de los jueces al otorgar credibilidad a la deposición prestada en la preventora y a la declaración rendida en la 
instrucción y no a sus ulteriores, convencimiento que se apoya además en otras pruebas relevantes, como el secuestro de 
un cuchillo al momento de la detención del acusado, ocurrida momentos después del hecho. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C JUÁ-
REZ, ARIEL ALEJANDRO; PASTRANA, DANIEL FAUSTINO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
33.547/10)  (Tomo 157: 73/80 - 08 /junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de abuso sexual y coacción en concurso real, valor de la declaración de la vícti-

ma, pruebas suficientes, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 522/531. 
DOCTRINA: El delito de coacción se configura si se encuentra plenamente acreditado que en oportunidad en que fami-
liares llevaban a la menor ante las autoridades policiales fueron interceptados en el camino por el acusado, quien les 
exigía bajo amenazas de golpearlos, que le entregaran a la niña. 

La valoración de la prueba realizada por el tribunal de juicio se ajusta a las reglas de la sana crítica racional, si 
partiendo de los dichos de la menor víctima y con el apoyo que brindan la psicología, la experiencia y el sentido común, 
culmina en un juicio incriminatorio ajustado a derecho, fundado en que las declaraciones de la niña son contestes en 
afirmar que fue el acusado quién cometió los abusos en su perjuicio y describió las situaciones en que acontecieron, y en 
la sentencia expresamente se valoraron las supuestas contradicciones en que habría incurrido la menor considerando que 
las pequeñas variantes entre los distintos relatos y horarios sobre el desarrollo de los hechos no desmerecían la credibili-
dad del testimonio brindado y se explicaban debido a su corta edad, la afectación que le produjo el hecho y el largo 
tiempo de desarrollo de la actitud invasiva sexual que impidió que la memoria se focalice en un episodio único. 

La condena del acusado por el delito de abuso sexual agravado por la guarda y coacción en concurso real es 
plenamente válida, si el tribunal no sólo valoró como elementos incriminantes los dichos de la víctima en Cámara Gesell 
y en sede policial, sino que ello se aunó con el informe psicológico que da cuenta que el impacto emocional en la menor 
ha sido tan grande que se encuentra en un estado postraumático, con un daño profundo en su psiquismo que afecta su 
normal desenvolvimiento en las áreas de relación, sexual y cognitiva, y el tribunal completó la valoración de la prueba 
con las declaraciones de diversos testigos y una prolija labor de análisis de los datos que surgen del examen ginecológi-
co practicado a la niña, los exámenes psiquiátrico y psicológico, el informe socio ambiental del imputado y la menor, y 
de las circunstancias de tiempo, lugar y modo como sucedieron los hechos. (Del voto de los Dres. Vittar, Ayala, Catala-

no, Garros Martínez) 

En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional, ello implica que el juez no de-
be atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimasen a 
la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme a las reglas del 
recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasación alguna. 
           Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera del hecho se 
efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamente evaluados. 
           En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen serias 
dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibi-
linamente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisa-
mente para no ser descubiertos. 
           No es posible acotar la conducta del agresor sexual en la libido, dado que la integridad sexual de un menor no 
se tutela sólo desde dicha óptica, que por estricta puede generar mayores disturbios, sino en la falta absoluta de su liber-
tad, que por su propia condición, no sólo no tiene el discernimiento indispensable, sino que las consecuencias sobre su 
personalidad y equilibrio psíquico pueden ser determinantes para el resto de su vida, dejándole secuelas indelebles. (Del 

voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C MAL-
CO, LUCAS RODRIGO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.805/10)  (Tomo 157: 283/304 - 13/junio/ 
2011) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de ejercicio ilegal de la medicina y lesiones, prueba suficiente, motivación de la 

sentencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 302/304. 
DOCTRINA: El delito de ejercicio ilegal de la medicina es de peligro abstracto, es decir que basta con que se anuncie, 
prescriba, administre o aplique habitualmente cualquier medio destinado al tratamiento de las enfermedades de las per-
sonas, aunque no se haya concretado efectivamente ningún daño, pues lo que se protege con la norma es la salud públi-
ca, el bienestar físico, psíquico y fisiológico de personas indeterminadas, que pueden verse directamente afectados. 
           La condena por los delitos de ejercicio ilegal de la medicina y de lesiones en concurso real se encuentra debi-
damente fundamentada, si el tribunal determinó de un modo razonable, la plena convicción acerca de que el acusado 
ejerce habitual e ilegalmente el arte de curar y mediante un tratamiento médico-odontológico provocó lesiones en la 
boca de la víctima a partir, no sólo de sus declaraciones y las de su madre, sino también por el informe del jefe de pro-
grama de odontología del hospital que da cuenta de las lesiones constatadas, y ello se aúna con la inspección ocular 
practicada en el domicilio del imputado, el informe del Ministerio de Salud Pública que indica que el acusado carece de 
habilitación para el ejercicio de la profesión de mecánico dental y la declaraciones testimoniales prestadas por distintos 
facultativos en el debate, que explican el mal proceder en la colocación de la prótesis dentaria, las consecuencias que ese 
accionar tuvo en la salud de la víctima, las precauciones que se debieron tomar y la función que debe cumplir un mecá-
nico dental. 

El principio de libertad probatoria como método para valorar la prueba permite que el firme y coherente testi-
monio de la víctima sirva para alcanzar un grado de certeza suficiente para tener por cierta la autoría del hecho y la par-
ticipación en él del imputado, si declara de manera firme y coherente, y ello se condice además con el testimonio de su 
madre y con el resto del material probatorio, entre ellos, la descripción del lugar en donde fue atendida, que es coinci-
dente con lo apuntado en la inspección ocular llevada a cabo en la causa. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez,  Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C TOLABA, VÍCTOR MARÍA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.201/10)  (Tomo 157: 921/932 - 07 
/julio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de lesiones y violación de domicilio, valor de la declaración de la víctima, prue-

bas suficientes, principio de libertad probatoria, legítima defensa, certeza para condenar. Individualización de la pena, 

cumplimiento efectivo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 122/131 vta. 
DOCTRINA: La declaración prestada por la víctima constituye un elemento de convicción idóneo en aras a la compro-
bación del hecho y apto, susceptible de ser valorado en cotejo con otros elementos de convicción directos o indirectos. 

En el proceso penal rige como regla general y necesaria la libertad probatoria, con excepción de las limitaciones 
relativas al estado civil de las personas (artículo 201 del Código Penal). 

Existe la certeza necesaria para condenar, si la apreciación de la denuncia de la víctima y su concordancia con 
las constancias de los certificados médicos en cuanto a la forma en que las lesiones fueron inferidas, le permitieron al 
tribunal efectuar una derivación lógica sobre la responsabilidad penal del acusado, y a ello se suma la descripción de su 
conducta agresiva que coincide con su personalidad y tendencia a las reacciones violentas, ilustradas en el proceso a 
partir de los informes ambiental y psicológico, que se desprenden además de los demás hechos que se juzgaron en la 
misma audiencia. 

No existe la legítima defensa del acusado sobre la víctima a quien hirió varias veces con un cuchillo, si la inme-
diación con la que cuenta el tribunal de juicio le permitió comprobar “de visu” que las características físicas del denun-
ciante no son las que describiera el imputado, al decir que se defendió de un ataque de una persona corpulenta y muscu-
losa, y además que portaba un machete, que nunca fuera secuestrado, y por el contrario, se encuentra acreditado que el 
acusado, cuchillo en mano, persiguió al damnificado, ingresó hasta el baño de la vivienda y lo lesionó con el filoso ele-
mento, tal como se comprobara mediante el respectivo informe médico. 

Se configura el delito de violación de domicilio, que ampara la morada y sus dependencias, entre las cuales 
quedaría comprendido el sector de baño de la vivienda, recinto que si bien es independiente de la construcción principal, 
exige para llegar al mismo desde la calle, trasponer una puerta. 

En el delito de violación de domicilio, el argumento defensivo del acusado acerca de la inexistencia de dolo al 
ingresar a la vivienda debido a que su estado alcohólico no le permitió reflexionar sobre si estaba autorizado o no cuan-
do la víctima lo invitaba desde su interior a seguir peleando, si se encuentra acreditado que el propietario se ocultó en su 
morada con fines de evitar la agresión y sólo puede deducirse entonces sin dudas, su oposición o negativa al ingreso de 
su atacante.  

La condena de ejecución condicional se encuentra prevista, no como un derecho para el condenado, sino como 
una atribución judicial de carácter facultativo que no debe ser ejecutada arbitrariamente sino en función de factores tales 
como la personalidad moral del delincuente, su actitud posterior al delito, los motivos que lo llevaron a delinquir, la 
naturaleza del hecho y otras circunstancias que demuestren la inconveniencia de aplicar efectivamente la privación de la 
libertad. 

Existen factores indicativos de la conveniencia de aplicar la prisión efectiva, si en el fallo se han expresado los 
motivos por los cuales el sujeto acusado es merecedor de una modalidad de la pena de efectivo cumplimiento en razón 
de la pluralidad de delitos atribuidos, su personalidad impulsiva, intolerante y agresiva, y la violencia indiscriminada 
hacia familiares y extraños que surge del conjunto de los hechos denunciados. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C BEL-
TRÁN, SEBASTIÁN RAMÓN - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.485/10) (Tomo 157: 45/58 - 08 /junio/ 
2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Extinción de la acción penal por prescripción, necesidad de su análisis previo por parte 

del tribunal de origen. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 275/278 vta. II. ORDE-
NAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Cuarta Nominación a fin de que se expida sobre el 
planteo de prescripción de la acción. 
DOCTRINA: El instituto de la prescripción es de orden público y no legitima a los tribunales a obviar las instancias 
procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos fácticos y jurídicos. 

Corresponde suspender el trámite del recurso de casación, a fin de que la causal extintiva de la acción sea obje-
to de consideración por parte del juzgado de origen. 
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TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: QUERELLA 
CONTRA ESTRADA ESCOBAR, DIEGO; ESTRADA ESCOBAR MARÍA ANA Y LALLANA, MARÍA INÉS PRE-
SENTADA POR EL DR. PABLO TOBÍO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 31.644/08)  (Tomo 157: 
349/354 - 16 /junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Homicidio por agresión. Legítima defensa propia o de un tercero, presupuestos. Indivi-

dualización de la pena, factores que permiten disminuir el monto de la sanción. Costas. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR PARCIALMENTE a los recursos de casación interpuestos a fs. 
1923/1926 y a fs. 1934/1942 vta. y, en su mérito, modificar el punto 1º) de la sentencia de fs. 1897 y vta., sólo en lo que 
concierne al monto de la pena por la que son condenados Oscar Alfredo García, Mario César Banega y Ángel Diego 
Torres, sustituyendo la pena de seis años por la de cinco años y seis meses de prisión. II. HACER LUGAR PARCIAL-
MENTE al recurso de casación interpuesto a fs. 1931/1933 vta. y, en su mérito, modificar el punto 4º) de la sentencia de 
fs. 1897 y vta., disponiendo que las costas sean a cargo de la parte vencida. 
DOCTRINA: La figura prevista en el artículo 95 del Código Penal exige que en la riña o agresión los imputados toma-
ren parte en el hecho. 

Es plenamente válida la condena de los coimputados por homicidio en agresión, si se encuentra acreditado que 
cuatro personas contribuyeron agresivamente para reducir a la víctima, con mayor o menor participación de uno u otro, 
con más o menos violencia, siendo expulsado al exterior del inmueble por la acción de esos sujetos, entre golpes y em-
pujones, para luego ser ultimado entre el patio delantero y la vereda con un arma blanca, de modo que todos y cada uno 
contribuyeron al desenlace fatal aportando una cuota de agresión. 
            Toda defensa propia o de terceros, para que sea legítima y por tanto excluyente de la antijuridicidad del acto, 
debe superar los test de proporcionalidad, racionalidad y necesariedad. 

La defensa debe ser moderada, de tal forma que haga razonable el medio empleado con relación al ataque y a la 
calidad del bien defendido. 

Se debe descartar la legítima defensa invocada por el acusado en lo que respecta al ámbito de la privacidad y al 
derecho de admisión, así como también la defensa de la indemnidad del honor masculino, pues resulta desproporcionado 
arrebatar una vida a fin de defender la propiedad privada de la mera presencia de una persona, que si bien era ajena al 
hogar en esos momentos, era un conocido de la familia por ser padre de un miembro de ella. 

La conducta típica de matar a otro se configura cuando conscientemente se llevan a cabo actos físicamente efi-
cientes para quitar la vida, y no depende ello de las mayores o menores posibilidades de intervención científica posterio-
res al hecho que puedan servir para evitar el resultado fatal. 

Corresponde disminuir la pena impuesta a los acusados, a pesar de encontrarse más factores negativos como pa-
ra alejar el monto del mínimo previsto, si merece ser considerado como un factor favorable a ellos la falta de anteceden-
tes condenatorios y la conducta demostrada luego de su excarcelación, en el sentido de su comparencia voluntaria y sin 
incidentes al nuevo debate, ya que el anterior había sido anulado, lo que deja entrever una actitud de respeto hacia el 
ordenamiento jurídico y puede presumirse capacidad de resocialización.  

Se debe modificar la sentencia y disponer que las costas se impongan a la parte vencida si se rechazó la acción 
civil, y al imponerse las costas por el orden causado se alteró el principio general en la materia según el cual el vencido 
debe cargar con las las mismas, sin que para ello se haya dado razón alguna. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, 

Posadas, Vittar) 

La figura del artículo 95 del Código Penal –en sus dos modalidades- es uno de los casos de coautoría necesaria 
y debe aplicarse cuando se acredite la existencia de actos de violencia por parte de más de dos personas –sin importar la 
magnitud de éstos- y la relación de causalidad entre ese hecho con el resultado como, asimismo, la intención de partici-
par en la riña o la agresión de cada uno de los coautores; pero además contiene un requisito negativo: que no se alcance 
certeza que permita individualizar la autoría de uno o de alguno de los intervinientes y no de otros. 

La conducta del encartado no constituye un caso de legítima defensa, si la acción desplegada no fue necesaria y 
racional y, por ende, no reúne las exigencias de proporcionalidad y oportunidad que exige el artículo 34 inciso 7º del 
Código Penal en función de su inciso 6º y tampoco concurren los extremos especiales exigidos por los supuestos de esa 
naturaleza previstos en el último de los incisos citados. 

La pena impuesta a los acusados debe disminuirse, si surgen distintas circunstancias que agravan la imposición 
penal y que se relacionan con el modo del delito, los medios empleados para cometerlo, la edad de los acusados, sus 
motivos, y la actitud inmediatamente posterior de cada uno, y en ese marco, son factores atenuantes la falta de antece-
dentes penales y la conducta demostrada luego de sus respectivas excarcelaciones. 

La imposición de costas por su orden que alcanza al acusado en relación a la acción civil, debe ser revocada por 
imperio del artículo 544 del Código Penal, si el tribunal de juicio no dio fundamentos sobre las razones que permiten 
apartarse del principio objetivo de la derrota. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: BANEGA, 
JOSÉ ESTEBAN; BANEGA, MARIO CÉSAR; GARCÍA, OSCAR ALFREDO; TORRES, ÁNGEL DIEGO – RE-
CURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 31.470/08)  (Tomo 157: 847/878 - 07 /julio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACION. Inadmisibilidad formal, falta de interés de los recurrentes y de adecuada fundamenta-

ción. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisibles los recursos de casación interpuestos a fs. 78/79 y 
81/89. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, si los recurrentes carecen de un 
interés directo y no han expresado la aplicación que pretenden, ni han satisfecho adecuadamente la carga procesal de 
fundamentación. 

El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra concretamente 
condicionado por un conjunto de pautas restrictivas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabilidad objetiva 
y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C ÁL-
VAREZ, SERGIO DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.954/10)  (Tomo 157: 09/16 – 
08/junio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, incidente de nulidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 130/140. 
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DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación en que se cuestiona la resolución  que rechaza el inci-
dente de nulidad de la sentencia, si del análisis de las constancias de la causa  surge que no se advierten vicios, falencias 
o errores notorios y manifiestos que viabilicen dar trámite al recurso intentado, como tampoco que la resolución sea 
insostenible o irregular, o anómala, o carente de fundamentos suficientes para sustentarla. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C TA-
RRAGA, NICOLÁS CRISTIAN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.067/10)  (Tomo 157: 673/678 – 
23/junio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Preclusión procesal, improponibilidad objetiva de los agravios; 

replanteo de cuestión ya resuelta con anterioridad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 61/70. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que no hizo lugar al 
pedido de suspensión del juicio a prueba ante la falta de viabilidad del ofrecimiento de autoinhabilitación del imputado y 
de ofrecimiento concreto de reparar el daño en la medida de lo posible. 

El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra concretamente 
condicionado por un conjunto de pautas restrictivas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabilidad objetiva 
y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo. 

La inadmisibilidad es la sanción procesal por la cual se impide un acto por no observar las formas necesarias 
para su ingreso al proceso en el juicio preliminar sobre el recurso. (Del voto de los Drs. Catalano, Cornejo, Ferraris, 

Garros Martínez, Posadas) 

Es inadmisible el recurso de casación, si se interpuso con anterioridad a idéntico fin y fue ya resuelto, por lo 
que la decisión se encuentra firme y sus efectos debieron haber sido cumplidos en el proceso. (Del voto del Dr. Vittar) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C ELÍAS, VÍCTOR HUGO – INC. DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN (Ex-
pte. Nº CJS 32.037/08)  (Tomo 157: 965/972 – 07/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento, falta de motivación suficiente. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 110/119 y 155/159 y, en su 
mérito, DEJAR SIN EFECTO la resolución de fs. 107/109 vta. y REVOCAR el sobreseimiento dictado de fs. 62/65 vta. 
DOCTRINA: El auto de sobreseimiento es una decisión que cierra definitiva e irrevocablemente el proceso penal, es por 
ello que sólo está autorizado cuando se ha adquirido un estado de convicción asimilable a la certeza absoluta, es decir, 
que no existen dudas sobre la responsabilidad penal de los imputados. 

Corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento del acusado si restan diligencias por producir y resulta prematu-
ro aseverar tanto la existencia como la inexistencia del hecho denunciado y la identidad del autor. (Del voto de los Dres. 

Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas y Vittar) 

No cualquier omisión de producción de prueba tiñe de arbitrariedad la decisión jurisdiccional, sino sólo cuando 
aquélla sea relevante o trascendente 

El sobreseimiento corresponde no sólo por las causales contempladas en la ley, sino que se extiende a los casos 
en que ninguna prueba exista de culpabilidad. (Del voto de la Dra. Ayala) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
WUSCOVI, JORGE EUGENIO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.724/09) (Tomo 157: 587/596 – 
23/junio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción, informe nominativo del Registro Nacional 

de Reincidencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 58/59 vta. y, en su mérito, dejar 
sin efecto la resolución de fs. 57 y vta. 
DOCTRINA: El dictado de una resolución de la magnitud del sobreseimiento, que pone fin a la pretensión persecutoria 
del Estado en el proceso penal, exige de parte del tribunal que lo va a dictar, en razón de lo dispuesto por el artículo 67 
del Código Penal, que el plazo de prescripción no se haya interrumpido por la comisión de un nuevo delito, hecho que 
sólo se puede verificar a partir de los correspondientes informes, planilla prontuarial y del Registro Nacional de Reinci-
dencia, los que deben reunir las exigencias normativas, en tanto constituye una exigencia del principio de legalidad. No 
cumplen ese recaudo los informes nominativos que se producen omitiendo el cotejo de las huellas dactilares que la ley 
manda para conferir a los datos la certeza y seguridad necesarias. 

Corresponde dejar sin efecto la resolución que dispone el sobreseimiento por prescripción de la acción si se ha 
dictado asignando carácter fehaciente a constancias que no cumplen con los recaudos indicados en el respectivo régimen 
legal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C UÑATES, GUILLERMO FELICIANO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.117/09)  (Tomo 157: 
909/916 - 7 /julio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal, comisión de un nuevo delito como 

acto interruptivo. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 129/131. 
DOCTRINA: Para que la comisión de un nuevo delito tenga entidad para interrumpir el curso de la prescripción de la 
acción penal, es necesario que se haya dictado sentencia condenatoria, por lo cual, la circunstancia de que el imputado 
tenga un proceso pendiente por un delito cometido con posterioridad al hecho ilícito respecto del cual se solicita la pres-
cripción, no configura una causal apta para diferir el dictado de la resolución que así lo declare, si se cumple el plazo 
pertinente. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano,  Cornejo, Garros Martínez, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C CARI, 
PABLO ALFREDO; FABIÁN, BEATRIZ LILIANA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.385/10) (Tomo 
157: 275/282 - 13 /junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, funcionario público, delito de falsificación de instrumen-

to público, agente de tránsito. Constitucionalidad del séptimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal. 



 10

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos a fs. 
17/21. 
DOCTRINA: No procede conceder el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en favor de un funcionario público 
que hubiese participado de un delito en ejercicio de sus funciones, sea a título de autor, cómplice o instigador. 

Conforme una interpretación auténtica, contextual del artículo 77 del Código Penal, el término funcionario pú-
blico alcanza a todo aquél que participa accidental o permanentemente del ejercicio de funciones públicas cualquiera sea 
el modo de designación, entre ellos los agentes de tránsito, y así la amplitud de la calidad de funcionario público y el 
ejercicio de esa función se encuentran determinadas, y equipara a los efectos del mentado código el ejercicio de tal fun-
ción, prescindiendo de toda calificación extrapenal y distinciones de régimen, rango, escalafón o jerarquía. 

No corresponde otorgar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba al acusado del delito de falsificación 
de instrumento público que cometió el hecho en ejercicio de su función pública. 
           Es improcedente el planteo de inconstitucionalidad del séptimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal, 
fundado en que constituye una disposición propia del derecho penal de autor y un trato discriminatorio, porque no se 
evidencia que la interpretación de los alcances de la norma y la consecuente aplicación que efectuara el tribunal haya 
infringido alguna norma constitucional o provocado de manera arbitraria la mengua de algún derecho de raigambre 
constitucional del acusado, ni incurrido en arbitrariedad, sino que, por el contrario, al considerar que no corresponde 
otorgar al funcionario público imputado el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, ha interpretado de manera 
correcta los intereses generales de la sociedad. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C RÍOS, 
WALTER ALEJANDRO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN E 
INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 33.649/10)  (Tomo 157: 813/822 - 04 /julio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, omisión de correr vista al damnificado del ofrecimiento 

de reparación de daño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 475/484 con los alcances estable-
cidos en los considerandos de la presente y, en su mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 434/436.II. DECLARAR 
abstracta la cuestión planteada en el recurso de casación de fs. 456/458 vta. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede el beneficio de suspensión de juicio a prueba si se 
omitió valorar un elemento indispensable, cuál es oír a la parte damnificada sobre el ofrecimiento de la reparación del 
daño propuesto quien siempre, necesariamente, debe tener la posibilidad de pronunciarse previamente al examen sobre 
su razonabilidad que luego efectúa el tribunal, no después de recaído o mediante el ejercicio de facultades distintas, 
como son las recursivas. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Posadas, Garros Martínez y Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C VERINO 
ADET, MARIANELLA – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 30.111/07)  (Tomo 157: 1103/1110 - 20 /julio/ 
2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, omisión de correr vista al damnificado del ofrecimiento 

de reparación de daño. Competencia federal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR  al recurso de casación interpuesto a fs. 14/16 vta. Y, en su mérito, dejar 
sin efecto la resolución de fs. 10/13, a los fines de dar cumplimiento a lo señalado en el considerando 10º). 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede el beneficio de suspensión de juicio a prueba si el 
imputado ofrece auto- inhabilitarse por un término que no permite superar los fines de prevención especial, amparados 
por la ley y se omitió valorar un elemento indispensable, cuál es oír a la parte damnificada sobre el ofrecimiento de la 
reparación del daño propuesto. (Del voto de los Dres. Ferraris, Vittar, Ayala y Catalano) 

        No resulta procedente otorgar la suspensión del juicio a prueba si el delito imputado se encuentra reprimidos 
con pena de inhabilitación, en virtud de lo expresamente dispuesto en el último párrafo del artículo 76 bis del Código 
Penal. (Del voto de los Dres. Garros Martínez y Posadas) 

Es competente la justicia federal para intervenir en un accidente que se produjo sobre una ruta nacional. 
Para resolver los conflictos de competencia se debe atender, principalmente, a los hechos relatados en la de-

manda. A fin de establecer cuál es el juez competente para investigar el hecho presuntamente delictuoso debe determi-
narse el lugar de su comisión, pues la competencia penal por razones territoriales se establece atendiendo al lugar donde 
se ha consumado. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Galli.  CAUSA: 
CÓRDOVA AÑEZ, ARTURO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASA-
CIÓN (Expte. Nº CJS 33.382/10)  (Tomo 157: 701/720 - 23 /junio/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del trámite de la casación; prescripción de la acción penal en delitos contra 

el honor, causales de interrupción. Aplicación retroactiva de la ley penal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 74/77.  II. ORDENAR que 
bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Cuarta Nominación, del Distrito Judicial del Centro, a fin de 
que proceda a constatar, mediante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria 
que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Si bien la regla general es la irretroactividad de la ley, en el orden penal rige la tesis de la irretroactividad 
relativa, y la ley posterior se debe aplicar a los hechos cometidos con anterioridad a su vigencia si sus disposiciones son 
más beneficiosas para el imputado. 

En causas por delitos contra el honor el ingreso en sede judicial del escrito de acusación por parte del querellan-
te es una causal de interrupción indicada en el inciso c) del 4º párrafo del artículo 67 del Código Penal. 

El siguiente acto al que corresponde asignar entidad interruptiva, conforme a lo dispuesto en el artículo 67, 4º 
párrafo, inciso d) es el auto de citación a juicio, mediante el que se emplaza a las partes a comparecer, formular las pro-
puestas de prueba y deducir excepciones. 

Los delitos reprimidos con pena de multa prescriben por el transcurso de dos años. 
Si el plazo de prescripción de la acción se ha extendido por más de dos años sin que se hubiere suspendido o in-

terrumpido desde la citación a juicio, resta constatar si se dictó contra el imputado sentencia condenatoria por hecho 
delictivo cometido durante ese lapso y corresponde suspender el trámite del recurso para que en la instancia originaria se 
resuelva sobre la vigencia de la acción. 
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TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
QUERELLA Y ACTORÍA CIVIL POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA MERCADO, ALEJANDRA DEL VA-
LLE PRESENTADA POR SAPAG, OMAR DANIEL AMADO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
33.345/10)  (Tomo 157: 743/750 – 28/junio/2011) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Inadmisibilidad formal, resolución que no hace 

lugar al sobreseimiento confirmada por el tribunal de apelación, doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisibles los recursos de casación e inconstitucionalidad 
interpuestos a fs. 114/127. 
DOCTRINA: Son formalmente inadmisibles los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos contra la sen-
tencia de la Cámara de Acusación que rechazó el recurso de apelación y  confirmó la resolución que denegó el pedido de 
sobreseimiento, en tanto se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución cuestionada por haber intervenido el 
tribunal de apelación al que accedió el impugnante haciendo uso de la vía ordinaria, con lo que se satisface la garantía de 
doble instancia, mediante un recurso que permitió discutir cuestiones de hecho y de derecho. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Garros Martínez, Cornejo, Catalano, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C MEN-
GUAL, JORGE MARCELO – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 33.983/10) 
(Tomo 157: 119/124 – 21/junio/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Doctrina de la arbitrariedad, ausencia de cuestión constitucional o 

federal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 270/292. 
DOCTRINA: El recurso extraordinario, en tanto vía impugnaticia especial, está dirigido a un objetivo concreto y res-
tringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional resulta la base 
del recurso. 

Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia del pleito y 
la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que el fallo cuestionado 
lesiona determinadas garantías de la Constitución, si el recurrente no precisa ni demuestra en concreto cómo se ha efec-
tivamente operado tal violación en la sentencia. 

Es improcedente el recurso extraordinario federal si las quejas del apelante son insuficientes para calificar a la 
sentencia de arbitraria, porque no han demostrado absurdo, quebrantamiento de las reglas de la lógica, desviación de las 
leyes aplicables o una total ausencia de motivación, y la decisión adoptada por la Corte local halla sustento suficiente en 
los elementos de juicio que fueron analizados para fundarla. 

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones 
que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la competencia 
específica de la Corte Suprema, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en estos aspectos, 
graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo hagan inválido como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala , Catalano, Cornejo, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: CHAVES, 
MARCOS GILBERTO – INCIDENTE DE PRISIÓN DOMICILIARIA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
33.804/10)  (Tomo 157: 181/188 - 13 /junio/ 2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia. Ausencia de arbitrariedad, reiteración de agravios 

sobre puntos resueltos en casación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 605/612 vta. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si los agravios no revelan cuestión federal ni causal 
de arbitrariedad y el recurrente remite, en su planteo, a la consideración de puntos que fueron resueltos con suficiente 
fundamentación de derecho y sobre la base de las constancias de la causa al rechazar el recurso de casación. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C PACHECO, GUSTAVO JOSÉ ANDRÉS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.181/10)  
(Tomo 157: 617/622 – 23/junio/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia. Cuestiones de prueba, reiteración de agravios sobre 

puntos resueltos en casación; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR los recursos extraordinarios federales interpuestos a fs. 2895/2902 vta. y 
2904/2912. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal que no propone la existencia de una cuestión constitu-
cional y, en lo medular, los agravios se limitan a reproducir los planteos formulados en casación, con alegaciones que 
fueron conocidas, consideradas y suficientemente explicitadas por el Tribunal de Casación en la sentencia, referidas al 
análisis de las pruebas que indicaban la responsabilidad penal que les correspondía a los acusados. 

La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los argumentos 
de derecho común en los cuales los jueces apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C SA-
RAVIA, PAULINO MIGUEL; SARAVIA, ELÍAS EMANUEL; GARNICA, NELSON MATÍAS; SORIA, RAFAEL 
ALBERTO; NIETO, FROILÁN FRANCISCO Y CEJAS, GABRIELA DEL MILAGRO – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 32.080/08)  (Tomo 157: 1049/1058 - 8 /julio/ 2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia. Cuestiones de prueba y aplicación del derecho común 

en casación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 86/95. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si los agravios remiten al análisis de cuestiones de prue-
ba y de aplicación del derecho común que pueden integrar, como lo hicieron, la materia de la casación, pero no dan 
sustento a la vía excepcional intentada sino en supuestos extremos de arbitrariedad que no se evidencia, porque los vi-
cios atribuidos al pronunciamiento sólo ponen de manifiesto la discrepancia de la recurrente con lo resuelto por el Tri-
bunal de casación. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Garro Martínez, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C MA-
MANÍ, HERMINIA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.216/10) (Tomo 157: 195/204 - 13 /junio/ 2011) 
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RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia. Cuestiones procesales, inadmisibilidad de recursos 

deducidos por ante tribunales locales. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 124/140 vta. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si los agravios remiten a cuestiones procesales que re-
sultan propias de los jueces de la causa y ajenas el remedio extraordinario y han sido resueltas con fundamentos bastan-
tes para sustentar el pronunciamiento como acto judicial válido. 

No procede el recurso extraordinario respecto de decisiones que tienen por objeto la aplicación e interpretación 
de normas procesales referidas a la no admisibilidad de los recursos deducidos por ante los tribunales locales, por tratar-
se de cuestiones atinentes a la organización de las instancias locales, salvo que medie demostración de arbitrariedad o de 
manifiesta afectación de los derechos de raigambre constitucional, que deben ser alegados y concretamente demostrados 
por la parte interesada. 

La competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos concedidos para ante ellos, 
compromete sólo cuestiones de derecho procesal ajenas a la instancia extraordinaria. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
MONTIVERO, HUGO CÉSAR – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.909/10)  (To-
mo 157: 751/760 - 04 /julio/ 2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Recurso interpuesto por el imputado “in pauperis” forma; extempo-

raneidad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto “in pauperis” por José Andrés 
Quispe a fs. 2796 y fundamentado a fs. 2812/2822 por la Defensora Oficial Penal Nº 4. 
DOCTRINA: La presentación de un recurso “in pauperis” ha sido aceptada, en esencia, a fin de salvaguardar el derecho 
a una defensa cierta y efectiva y, particularmente, persigue amparar el derecho a la doble instancia que establecen dispo-
siciones de jerarquía constitucional como el art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Político y el artículo 
8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

El denominado recurso “in pauperis” se encuentra supeditado a determinados presupuestos formales y la mani-
festación del acusado -aun sustituyendo a su defensor- debe ser efectuada en el plazo procesal oportuno. 

Es extemporáneo el recurso extraordinario federal presentado “in pauperis”, si el acusado fue notificado de la 
resolución que pretende impugnar personalmente y lejos de expresar su voluntad apelativa se negó a suscribir el acta y 
luego, tiempo después y cuando se encontraba vencido el plazo, interpuso el recurso, de un modo que impide su sustan-
ciación. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Vittar –Jueces de Corte-, Bernardo Antonio Ruíz y Carlos Héctor Pu-
cheta –Jueces de Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C ARIAS, DANIEL ALBERTO; 
QUISPE, JOSÉ ANDRÉS; FLORES, DANTE RODOLFO; MEDINA, FABIO JUSTO; MENDOZA, MANUEL MAR-
CIAL Y OTROS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 26.943/04)  (Tomo 157: 413/420 – 21/junio/2011) 


